
52 

 

 

Retención de cuentas bancarias por lavado de dinero: Desafíos Legales, Financieros 

y Sociales en México 

 

Bank account seizures for money laundering: Legal, Financial and Social Challenges 

in Mexico 

 
Paz-Muñoz, Ricardo*a, Sánchez-Zamora, Romanb, Gual-Landera, Pedro Luisc y Ordoñez-Sánchez, 

Sergio Gabrield  
 
a  Benemérita Universidad Autónoma de Puebla •  AFY-2335-2022  •   0000-0002-1713-692X •  949921 
b  Benemérita Universidad Autónoma de Puebla •  GQA-3068-2022 •   0000-0002-6259-8373  •  507117 
c  Benemérita Universidad Autónoma de Puebla •   0000-0002-0646-1217 
d  Benemérita Universidad Autónoma de Puebla •  CAA-0613-2022 •   0000-0002-4122-4225  •  497751 

 

Clasificación SECIHTI:                                                                                      DOI: https://doi.org/10.35429/H.2026.7.52.64 

 

Área: Ciencias Sociales 

Campo: Derecho 

Disciplina: Derecho Público 

Subdisciplina: Derecho Financiero y Derecho Administrativo 

 

Key Handbooks 
 

Esta investigación realiza aportes significativos a la generación de ciencia y tecnología mediante el desarrollo 

de un diagnóstico cualitativo y cuantitativo integral sobre la retención preventiva de cuentas bancarias por 

sospecha de lavado de dinero en México durante el periodo de 2019 a 2023. A través de este análisis, se logra 

visibilizar que un 17.2% de los bloqueos ejecutados por la autoridad resultan injustificados, desvelando fallas 

críticas en las garantías procesales y un margen de error administrativo que perjudica de manera directa a 

usuarios totalmente lícitos. Para su aplicación en la generación de conocimiento universal, el estudio resalta la 

importancia de equilibrar proporcionalmente las necesidades de seguridad financiera con la preservación 

irrestricta de los derechos humanos y las garantías individuales. En cuanto a sus conclusiones principales, el 

trabajo determina que, si bien la inmovilización de cuentas bancarias es una herramienta célere e indispensable 

en el arsenal estatal para interrumpir flujos financieros de procedencia ilícita, su uso sin salvaguardas judiciales 

suficientes vulnera de forma directa derechos fundamentales como la propiedad privada, la presunción de 

inocencia y el acceso efectivo a la justicia. Por otra parte, respecto a los datos institucionales y de financiamiento 

del estudio, los cuatro autores de la investigación (Ricardo Paz-Muñoz, Roman Sánchez-Zamora, Pedro Luis 

Gual-Lander y Sergio Gabriel Ordoñez-Sánchez) provienen de forma exclusiva de una institución pública 

estatal, la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla. Ninguno de los autores cuenta con becas o 

financiamiento de la SECIHTI o PRODEP por lo que financiaron el trabajo con recursos propios. Por último, 

el marco conceptual del capítulo se define a través de sus palabras clave más utilizadas, las cuales corresponden 

a lavado de dinero, bloqueo bancario y derechos fundamentales, junto con sus respectivas traducciones al idioma 

inglés. 

 

 

 
 

 

Área: Defensa y atención a los problemas nacionales 

 

Citación: Paz-Muñoz, Ricardo, Sánchez-Zamora, Roman, Gual-Landera, Pedro Luis y Ordoñez-Sánchez, Sergio Gabriel. 

2026. Retención de cuentas bancarias por lavado de dinero: Desafíos Legales, Financieros y Sociales en México. 52-64. 

ECORFAN. 

 

*  [ricardo.paz@correo.buap.mx] 

 

Handbook shelf URL: https://www.ecorfan.org/handbooks.php  

 
 

 

 

ISBN 978-970-96154-4-9/©2009 The Authors. Published by ECORFAN-Mexico, S.C. for 

its Holding Mexico on behalf of Handbook HSC. This is an open access chapter under the 

CC BY-NC-ND license [http://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/] 
 

Peer Review under the responsibility of the Scientific Committee MARVID®- in 

contribution to the scientific, technological and innovation Peer Review Process by training 
Human Resources for the continuity in the Critical Analysis of International Research. 

 

 

 

https://ror.org/03p2z7827
https://www.webofscience.com/wos/author/record/AFY-2335-2022
https://orcid.org/0000-0002-1713-692X
https://ror.org/03p2z7827
https://www.webofscience.com/wos/author/record/GQA-3068-2022
https://orcid.org/0000-0002-6259-8373
https://ror.org/03p2z7827
https://orcid.org/0000-0002-0646-1217
https://ror.org/03p2z7827
https://www.webofscience.com/wos/author/record/CAA-0613-2022
https://orcid.org/0000-0002-4122-4225
https://doi.org/
https://www.ecorfan.org/handbooks.php
http://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/
https://www.marvid.org/


53 

 

 

Resumen                                                                         
 

El bloqueo de cuentas bancarias por presunción de lavado de dinero en México, aunque alineado con los 

estándares del GAFI, ha generado conflictos entre la protección del sistema financiero y los derechos 

fundamentales. Mediante un análisis cualitativo de normas, jurisprudencia y datos estadísticos (2019-

2023), este articulo identifica que el 17.2% de los bloqueos son injustificados, evidenciando fallas en 

garantías procesales. Se concluye que el marco legal actual requiere reformas para equilibrar seguridad 

financiera y derechos humanos, proponiendo mecanismos de transparencia y control judicial.      

 

 
 

Lavado de dinero, bloqueo bancario, derechos fundamentales 

 

Abstract                                                                         
 

The freezing of bank accounts in Mexico for suspected money laundering, while aligned with FATF 

standards, has generated conflicts between protecting the financial system and fundamental rights. 

Through a qualitative analysis of regulations, jurisprudence, and statistical data (2019–2023), this article 

identifies that 17.2% of the freezes are unjustified, highlighting shortcomings in due process. It concludes 

that the current legal framework requires reforms to balance financial security and human rights, 

proposing mechanisms for transparency and judicial oversight.      

 

 
 

Money laundering, Banl account freezing, Fundamental rights 
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Introducción 

 

En las últimas dos décadas, México ha enfrentado una creciente presión internacional para reforzar su 

marco normativo en materia de prevención del lavado de dinero y financiamiento al terrorismo. 

Organismos internacionales como el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y el Fondo Monetario Internacional (FMI) han 

impulsado la adopción de estándares más rigurosos para combatir estos delitos financieros. Como 

respuesta, México ha implementado reformas significativas y ha fortalecido instituciones encargadas de 

prevenir y sancionar dichas actividades. 

 

La presente investigación se desarrolló con un enfoque cualitativo con experiencias empíricas de 

tipo exploratorio-descriptivo y comparativo. Se empleó el método documental a través de la revisión de 

fuentes normativas (constitución, leyes, reglamentos) y fuentes secundarias (artículos académicos, 

informes especializados y jurisprudencia nacional e internacional). El periodo de revisión comprende los 

últimos cinco años, priorizando fuentes relevantes y actuales. También se consideraron criterios de 

análisis comparativo para examinar prácticas en otros países. 

 

Entre las medidas adoptadas destaca la creación y fortalecimiento de la Unidad de Inteligencia 

Financiera (UIF), responsable de detectar operaciones sospechosas y aplicar medidas preventivas como 

el bloqueo de cuentas bancarias. Esta herramienta, aunque busca impedir el flujo de recursos de 

procedencia ilícita a través del sistema financiero, ha suscitado controversias por su impacto sobre 

personas físicas y morales cuyas actividades son lícitas.  

 

Un caso paradigmático en este contexto es el de la aplicación de la Ley Federal para la Prevención 

e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI), también conocida 

como la “ley antilavado”, que entró en vigor en 2014. Esta norma busca identificar operaciones inusuales 

y prevenir el uso del sistema financiero para fines delictivos, estableciendo nuevas obligaciones para 

empresas, profesionistas y sujetos obligados. 

 

No obstante, el uso de estas medidas también ha provocado cuestionamientos por posibles 

afectaciones a los derechos fundamentales de los usuarios del sistema financiero. En un entorno marcado 

por escándalos de corrupción, desvío de recursos públicos y vínculos entre actores económicos y políticos 

con operaciones ilícitas, el Estado ha intensificado su actuación preventiva, pero en ocasiones con 

impactos colaterales que vulneran la presunción de inocencia, el debido proceso y el derecho a la 

propiedad. 

 

A nivel internacional, países como España, Canadá y Colombia han adoptado mecanismos 

similares de congelamiento o bloqueo de cuentas, aunque con mayores garantías procesales. Por ejemplo, 

en Canadá, la legislación exige notificación inmediata al afectado y posibilidad de impugnación judicial 

expedita. Estas experiencias comparadas permiten reflexionar sobre la necesidad de reformar el sistema 

mexicano para lograr un balance entre eficacia institucional y respeto a los derechos humanos. 

 

En este contexto, México se encuentra en una posición de alta visibilidad dentro de la cooperación 

internacional, particularmente por su membresía en organismos como la OCDE, el GAFI (2023) y la 

Organización de Estados Americanos (OEA), que exigen a sus miembros prácticas transparentes y 

coherentes con los estándares democráticos y de legalidad. La incorporación de estas recomendaciones 

en la legislación mexicana representa no solo un compromiso normativo, sino una oportunidad para 

mejorar la confianza ciudadana y la seguridad jurídica. 

 

La necesidad de encontrar un equilibrio entre la prevención del delito y el respeto a los derechos 

humanos se vuelve cada vez más urgente, especialmente en un contexto donde el Estado busca mayor 

eficacia sin comprometer el Estado de derecho. Este trabajo se inserta en ese debate y pretende ofrecer 

una visión analítica que combine el rigor jurídico con una perspectiva humanista. A través de un análisis 

normativo y doctrinal, se busca contribuir a la discusión sobre la legalidad, eficacia y proporcionalidad 

del bloqueo de cuentas como medida para combatir el lavado de dinero en México. 

 

 

 

https://www.fatf-gafi.org/publications/fatfrecommendations/documents/fatf-recomendations.html
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Por lo que se plantea el siguiente problema ¿Cómo afecta la retención preventiva de cuentas 

bancarias por presunción de lavado de dinero a los derechos fundamentales de los usuarios, la estabilidad 

del sistema financiero y la confianza institucional en México, y qué mecanismos podrían garantizar un 

equilibrio entre eficacia y garantías procesales? 

 

Por lo que los objetivos del siguiente es el analizar los efectos legales, financieros y sociales de 

la retención de cuentas bancarias por presunción de lavado de dinero en México, y proponer lineamientos 

para su aplicación justa y proporcional. 

 

Para poder determinar que la aplicación del bloqueo de cuentas bancarias, sin garantías procesales 

suficientes, vulnera derechos fundamentales y afecta negativamente a usuarios del sistema financiero, 

aun cuando esta medida sea necesaria para combatir el lavado de dinero, en el comercio, los servicios en 

México, del 2014 a la fecha. 

 

Marco económico 

 

Por lo tanto, se define que: 

 

𝐶 =. . . +𝑐Σ𝑛 − 𝑡Δ                                                                                                                                       (1) 

 

En donde 

C= es el consumo 

c= es el consumo individual 

Σ𝑛= es la sumatoria de los n consumos 

t= los impuestos a pagar. 

Δ= la afectación directa de la ley de recursos de procedencia ilícita. 

 

En donde delta (Δ) es la afectación teórica directa de la presunción de culpabilidad que la propia 

ley señala, por la evasión, integración, encubrimiento de ingresos no declarados o en su defecto ingresos 

que no tengan un sustento de integración a la economía y por tanto estos pudieran resultar inflacionarios. 

 

Por lo que: 

 

Por lo que Δ+ infiere directamente en el consumo, el cual si está regulado y bien orientado puede 

establecerse como positivo para la economía por la inversión y la confianza de los consumidores. 

 

Y Δ- infiere directamente en el consumo, no dando confianza ni a la inversión, ni a los 

consumidores, debido a una falta de información, debido a que los actores económicos con baja 

información no solo son desconfiados en el consumo directo, sino en sus proyecciones a futuro. 

 

ΔΘ se presenta de manera similar sin cambio alguno debido a la neutralidad, el cual tampoco es 

el camino debido a que por la falta de una regulación del gobierno que plantea Keynes (2014), los actores 

económicos tomarán a la economía para una acumulación desenfrenada y hasta especulativa, caso similar 

que ocurrió en la crisis de 1929 en los Estados Unidos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://sociologiaunah.wordpress.com/wp-content/uploads/2015/11/teorc3ada-general-de-la-ocupacic3b3n-el-interes-y-el-dinero-j-m-keynes.pdf
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Box 1 
 

 
 

Figura 1 

Tabla comparativa de inversión 
Fuente: Elaboración Propia 

 

Por lo que, es necesario establecer una serie de parámetros que fomenten la inversión nacional 

directa de formación de capital fijo, así como la extranjera de similares características, más allá de la 

inversión especulativa, en el mercado de dinero, tanto como en el mercado de capitales. 

 

En el cual se debe buscar el equilibrio y no necesariamente es el que establece el ΔΘ, debido a 

que, en la inmovilidad de los marcos normativos, pueden encontrar espacios de dominación estos 

capitales que podrían resultar inflacionarios si van de una economía a otra de manera exógena, por 

ejemplo, de Estados Unidos, de Colombia a México, por la venta de productos ilegales o no declarados. 

 

Marco teórico y legal 

 

Desde un enfoque teórico, la retención de cuentas bancarias por presunción de lavado de dinero debe 

analizarse desde dos dimensiones interrelacionadas: la seguridad financiera como componente esencial 

del sistema de gobernanza económica, y la protección de los derechos humanos como fundamento del 

Estado constitucional de derecho. La seguridad financiera se entiende como el conjunto de políticas, 

normativas y controles diseñados para garantizar la integridad, estabilidad y legalidad de las operaciones 

dentro del sistema financiero. 

 

Esta noción se justifica ante fenómenos transnacionales como el crimen organizado, el 

financiamiento al terrorismo y el lavado de activos, los cuales representan amenazas directas a la 

estabilidad económica y a la seguridad nacional. 

 

No obstante, esta necesidad de control debe armonizarse con el respeto irrestricto a las garantías 

individuales consagradas en el derecho nacional e internacional. Entre estas garantías destacan el derecho 

a la propiedad (impedido por la retención injustificada de fondos), la presunción de inocencia (cuando se 

castiga preventivamente sin sentencia judicial), el acceso efectivo a la justicia y el debido proceso legal.  
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El principio de proporcionalidad, fundamental en la doctrina de los derechos humanos, establece 

que toda intervención estatal debe ser necesaria, idónea y la menos lesiva posible, criterio que debe 

aplicarse estrictamente en los casos de bloqueo de cuentas (CPEUM, 2025). 

 

Desde el marco legal nacional, las disposiciones más relevantes incluyen: 

 

− Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (2023): el artículo 16 garantiza la 

inviolabilidad de los datos personales y la necesidad de orden judicial para interferencias, 

mientras que el artículo 20 inciso B, I. El cual a toda persona imputada se prohíbe penas inusitadas 

y desproporcionadas, lo cual es relevante cuando las sanciones administrativas superan los 

estándares legales. E incluso esto puede ser un acto de molestia por esa presunción de culpabilidad 

y que vulnera los derechos fundamentales (artículos 1, 4, 5, 16, 19 y 20 CPEUM), todo por hacer 

cumplir el 31 en su fracción IV sobre la obligación de los ciudadanos a contribuir, generando 

instituciones como el Servicio de Administración Tributaria (SAT) y organismos vinculantes y 

coadyuvantes como la Fiscalía General de la República (FGR) y la Guardia Nacional (GN) para 

generar las investigaciones sobre el origen de los fondos, y la propia comisión nacional bancaria, 

que obliga a la banca comercial a otorgar la información suficiente de manera permanente Y los 

ordenamientos que se presentan. 

 

− Código Fiscal de la Federación (CFF, 2021): regula las facultades de la autoridad fiscal para la 

inmovilización de cuentas en ciertos casos, sin que ello implique una resolución penal previa. 

 

− Ley de Instituciones de Crédito (LIC, 2022): establece las obligaciones de los bancos respecto al 

reporte de operaciones sospechosas y la colaboración con autoridades financieras, incluyendo la 

posibilidad de bloquear cuentas. 

 

− Ley para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita 

(LFPIORPI, 2021): detalla los sujetos obligados, umbrales de identificación y el tipo de 

operaciones que deben reportarse ante la UIF, además de facultar a esta última para emitir órdenes 

de retención temporal de cuentas, o iniciar carpetas de investigación de índole administrativo y 

penal. 

 

− Ley Nacional de Extinción de Dominio (LNED, 2020): regula la pérdida de bienes utilizados para 

actividades ilícitas, sin necesidad de condena penal, lo que vincula este régimen con bloqueos 

precautorios cuando se presume origen ilícito. 

 

− Código Penal Federal (2025): en el cual se señalan los delitos en los que se incurre como evasión 

fiscal. 

 

− Código Nacional de Procedimientos Penales (2014): en el cual se observarán a las personas físicas 

o morales coadyuvantes en la comisión de un delito, en cualesquiera que sean sus causas, así 

como sus propias garantías de defensa ante observaciones del SAT, GN y organismos de justicia. 

 

− Ley de amparo (2022) en la cual se podrán señalar por parte del presunto culpable los 

mecanismos, procedimientos, tiempos y autoridades que en su momento incumplan y en el propio 

proceso se violen garantías por uno o más servidores públicos. 

 

En el ámbito internacional, los instrumentos más relevantes son: 

 

− Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUCC): exhorta a los Estados a 

implementar medidas efectivas para detectar y prevenir el lavado de dinero, pero también 

reconoce el derecho de las personas a un juicio justo. 

 

− Convención Americana sobre Derechos Humanos: en sus artículos 8 y 25, garantiza el debido 

proceso y el derecho a la protección judicial, derechos que deben considerarse cuando se aplican 

medidas restrictivas como los bloqueos bancarios. 

 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CFF.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPIORPI_200521.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNED.pdf
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− Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI): ofrecen estándares 

internacionales sobre políticas de prevención del lavado de dinero y financiamiento al terrorismo, 

e insisten en el equilibrio entre medidas preventivas y protección de los derechos fundamentales. 

 

El marco normativo mexicano, influido por estos compromisos internacionales, impone a las 

autoridades una doble responsabilidad: prevenir el uso del sistema financiero con fines ilícitos y, al 

mismo tiempo, evitar el uso abusivo de las facultades de inmovilización que puedan derivar en actos 

arbitrarios o inconstitucionales. 

 

Desde un enfoque teórico, se parte del concepto de seguridad financiera como parte del sistema 

de gobernanza económica y su relación con los derechos humanos. La protección del sistema financiero 

debe coexistir con la protección de las garantías individuales como el derecho a la propiedad, la 

presunción de inocencia y el debido proceso. 

 

El marco legal nacional está compuesto por diversas disposiciones, entre ellas: - Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos (2023), en particular el artículo 16 (inviolabilidad de la 

correspondencia y datos personales) y el artículo 22 (prohibición de penas inusitadas). - Código Fiscal 

de la Federación (CFF, 2021). - Ley de Instituciones de Crédito (LIC, 2022). - Ley para la Prevención e 

Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI, 2021). - Ley Nacional de 

Extinción de Dominio (LNED, 2020). 

 

Asimismo, se consideran instrumentos internacionales como la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción (CNUCC), la Convención Americana sobre Derechos Humanos y las 

recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI). 

 

Justificación del bloqueo como medida preventiva 

 

El lavado de dinero es un fenómeno global con profundas implicaciones en la economía, la seguridad y 

la legitimidad institucional. El sistema financiero, por su naturaleza, es uno de los principales canales 

utilizados para disimular el origen ilícito de los recursos, lo que ha obligado a los Estados a establecer 

mecanismos para prevenir este tipo de operaciones. En México, el bloqueo preventivo de cuentas 

bancarias es una medida clave en el arsenal de la lucha contra el lavado de dinero, que se justifica como 

una herramienta rápida y eficaz para interrumpir el flujo de recursos sospechosos antes de que ingresen 

de manera definitiva al circuito financiero formal. 

 

Esta medida se encuentra respaldada tanto en la legislación nacional (LFPIORPI, LIC) como en 

las recomendaciones internacionales del GAFI, que promueven el principio de acción inmediata ante 

operaciones inusuales. No obstante, el uso de esta figura requiere equilibrarse con los derechos 

fundamentales de los ciudadanos, dado que implica una restricción directa al acceso y disposición de 

recursos económicos. 

 

El impacto en los derechos fundamentales 

 

Diversos estudios han documentado que los bloqueos de cuentas bancarias afectan significativamente los 

derechos humanos, especialmente cuando se realizan sin el debido proceso legal o sin ofrecer al afectado 

mecanismo efectivos de defensa. La presunción de inocencia, el acceso a la justicia y el derecho a la 

propiedad privada son los principales derechos comprometidos. 

 

A nivel internacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido en casos como 

“De la Cruz Flores vs. Perú” (2024) y “Gomes Lund y otros vs. Brasil” que toda medida restrictiva de 

derechos debe observar el principio de legalidad, necesidad y proporcionalidad. En este sentido, si el 

bloqueo bancario se convierte en una sanción de facto sin sentencia judicial, se incurre en una 

transgresión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos porque no hay garantía de defensa y 

derecho de audiencia (Artículos 14 y 16 de la Constitución General), la presunción de inocencia 

(Artículos 7, 8, 10 y 11 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos) y derecho de propiedad 

(Artículo 17 de la citada ley) (Sánchez, 2022). 

 

 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CFF.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPIORPI_200521.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNED.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_115_esp.pdf
https://isbnmexico.indautor.cerlalc.org/catalogo.php?mode=detalle&nt=354474
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En algunos casos, han bloqueado cuentas bancarias los días de pago al personal, lo cual afecta de 

manera directa a los empleados, así como a los pagos a proveedores, debido a que muchos de estos se 

hacen los fines de semana y deben esperar hasta el día lunes o abrir otras cuentas para poder liquidar de 

manera inmediata estos adeudos los cuales les causaría el pago de tasas de interés. 

 

Y esto en muchos casos se ha dado para la venta de productos de los propios bancos como seguros, 

tarjetas de crédito o venta de inversiones a largo plazo, lo cual no sólo es contra la ley, sino que afecta 

de manera directa los intereses de las empresas. 

 

Efectos económicos y sociales 

 

Desde una perspectiva práctica, los bloqueos injustificados o prolongados pueden provocar adeudos 

bancarios, quiebras empresariales, despidos masivos, impagos contractuales, e incluso, daños a la 

reputación de personas físicas y morales. En el ámbito familiar, estas acciones pueden traducirse en la 

imposibilidad de cubrir necesidades básicas como vivienda, salud o alimentación, configurando así una 

afectación multidimensional. 

 

La incertidumbre jurídica generada por bloqueos arbitrarios puede desalentar la inversión 

nacional y extranjera, afectando la competitividad del sistema financiero. Por ello, resulta fundamental 

que las medidas adoptadas por las autoridades sean transparentes, fundadas y sujetas a control judicial 

efectivo. 

 

Análisis doctrinal y jurisprudencial 

 

En México, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha abordado la constitucionalidad de los bloqueos 

bancarios, determinando en diversas jurisprudencias que estas medidas deben ser revisables por el Poder 

Judicial y contar con sustento legal claro. En la tesis aislada I.3o.A.153 A (10a.), el Tribunal resolvió que 

el congelamiento de cuentas por parte de la UIF es constitucional siempre que sea temporal, justificado 

y revisable (2020). Sin embargo, la práctica administrativa revela que muchas veces estas condiciones 

no se cumplen cabalmente. 

 

Doctrinarios como González Taboada (2012) han advertido sobre el riesgo de que la lucha contra 

el lavado de dinero se convierta en una forma de represión económica sin garantías procesales suficientes. 

Por su parte, Umbría Acosta (2016) destaca que en América Latina las medidas antilavado suelen 

implementarse con escasa rendición de cuentas y con efectos regresivos sobre sectores vulnerables. 

 

Comparativo internacional 

 

La legislación comparada ofrece valiosas lecciones para perfeccionar el modelo mexicano. En España, 

el bloqueo de cuentas debe ser autorizado por un juez competente y el afectado tiene derecho a impugnar 

la medida en un plazo razonable. En Canadá, el sistema legal exige que el titular de la cuenta sea 

notificado dentro de las 24 horas siguientes al bloqueo y se le garantice acceso inmediato a un recurso 

judicial efectivo. Colombia, por su parte, ha avanzado en la creación de comités interinstitucionales que 

evalúan la procedencia de las medidas cautelares antes de su ejecución, minimizando así los errores 

administrativos. 

 

Estas prácticas permiten establecer estándares más equilibrados entre la eficacia estatal y el 

respeto a los derechos fundamentales. México, en su calidad de miembro activo de la OCDE y el GAFI, 

podría adoptar mecanismos similares como parte de su política de armonización legislativa internacional. 

 

Evaluación crítica del modelo mexicano 

 

A pesar de los avances normativos, el modelo mexicano de bloqueo de cuentas sigue presentando 

deficiencias en términos de transparencia, rendición de cuentas y mecanismos de defensa. La UIF, como 

órgano administrativo, concentra un poder significativo sin estar sujeta a los mismos controles que el 

Poder Judicial. Si bien su labor es esencial, resulta imperativo establecer salvaguardas institucionales que 

eviten abusos o errores que puedan generar daños irreparables a ciudadanos inocentes. 

 

http://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2027087
https://doi.org/10.33801/fe.v1i1.11939
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El desarrollo de protocolos claros, la capacitación del personal involucrado y el fortalecimiento 

del sistema de justicia administrativa son condiciones necesarias para que el bloqueo de cuentas bancarias 

cumpla su finalidad sin comprometer el estado de derecho ni la legitimidad institucional. 

 

En resumen, el análisis demuestra que, aunque el bloqueo bancario es una herramienta útil para 

combatir el lavado de dinero, su eficacia y legitimidad dependen del respeto a los principios del debido 

proceso, proporcionalidad y control judicial. 

 

Hallazgos cuantitativos y cualitativos preliminares 

 

Aunque esta investigación es principalmente de corte cualitativo y documental, es importante incorporar 

tanto datos cuantitativos como hallazgos cualitativos que ayuden a dimensionar y comprender el 

fenómeno del bloqueo de cuentas por presunto lavado de dinero en México. A continuación, se presentan 

ambos enfoques complementarios: 

 

Hallazgos cuantitativos 

 

− Número de cuentas bloqueadas: Según datos de la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF), entre 

2019 y 2023 se bloquearon 23,471 cuentas bancarias por presunta vinculación con operaciones 

de lavado de dinero o financiamiento al terrorismo. 

 

− Cuentas desbloqueadas tras aclaración: De ese total, aproximadamente 17.2% (unos 4,037 casos) 

fueron liberadas tras procesos de aclaración o resoluciones judiciales, lo que indica un margen 

significativo de afectación a usuarios no vinculados con delitos. 

 

− Reclamos ante CONDUSEF: Durante el mismo periodo, la Comisión Nacional para la Protección 

y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF) recibió 6,826 quejas formales 

relacionadas con bloqueos bancarios, de las cuales el 42% correspondían a personas físicas que 

alegaban falta de notificación o fundamentación clara. 

 

− Duración promedio del bloqueo: El tiempo promedio de resolución de un caso, considerando 

tanto aclaraciones administrativas como amparos judiciales, fue de entre 3 y 9 meses, lo cual 

genera afectaciones económicas y sociales prolongadas. 

 

− Afectación económica indirecta: Según estimaciones de la organización México Evalúa (2023), 

los bloqueos injustificados han generado pérdidas económicas indirectas de entre 500 y 800 

millones de pesos anuales, derivadas de contratos incumplidos, litigios y daño reputacional. 

 

Hallazgos cualitativos 

 

− Déficit en garantías procesales: Se identificó una debilidad estructural en el marco legal mexicano 

en cuanto a los derechos del afectado, particularmente en los procedimientos administrativos 

previos y durante el bloqueo. La falta de una vía judicial expedita, de notificación formal 

inmediata y de mecanismos de impugnación sencillos, evidencia una brecha entre la práctica 

institucional y los estándares internacionales en materia de debido proceso. 

 

− Impacto en la vida cotidiana de los afectados: A través del análisis de testimonios y reportajes 

periodísticos, se identificó que las personas afectadas sufren consecuencias más allá del ámbito 

financiero, incluyendo deterioro de su salud emocional, pérdida de empleo, disolución de 

relaciones comerciales y estigmatización social. 

 

− Ausencia de mecanismos de reparación: No existe un sistema formal de compensación o 

reparación integral para las personas afectadas por bloqueos injustificados, lo cual genera una 

sensación de impunidad institucional. Esta situación puede erosionar la confianza pública en las 

instituciones financieras y judiciales. 

 

 

https://www.mexicoevalua.org/
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− Discrecionalidad administrativa: Se observó que la UIF y otras autoridades financieras ejercen 

con alta discrecionalidad la facultad de bloqueo, sin criterios públicos claramente definidos sobre 

qué constituye una operación sospechosa. Esto reduce la transparencia y propicias 

arbitrariedades. 

 

− Desigualdad de acceso a la defensa: Los individuos con mayores recursos tienen más 

probabilidades de desbloquear sus cuentas mediante asesoría legal especializada, lo que genera 

una brecha de desigualdad frente a usuarios de menores ingresos o con desconocimiento de sus 

derechos. 

 

En conjunto, estos hallazgos cualitativos refuerzan la necesidad de rediseñar los procedimientos 

legales y administrativos relacionados con el bloqueo de cuentas. La aplicación de esta medida, aunque 

legítima en su origen, requiere ser profundamente revisada para garantizar proporcionalidad, 

transparencia y respeto a los derechos humanos en un contexto democrático. 

 

Conclusiones 

 

La retención de cuentas bancarias constituye una herramienta útil en la prevención del lavado de dinero, 

pero su uso sin controles suficientes puede derivar en vulneraciones graves a derechos fundamentales. 

El análisis demuestra que el marco normativo mexicano aún presenta vacíos en cuanto a la defensa 

efectiva del afectado, la transparencia del proceso y la celeridad en la resolución de casos. 

 

Si bien se reconoce la necesidad de actuar con firmeza contra el lavado de activos, es igualmente 

esencial que el diseño institucional garantice procedimientos accesibles, eficaces y proporcionales. 

 

Además como se vio, tiene grandes afectaciones económicas las cuales pueden incidir en la 

incertidumbre de los compradores al menudeo, así como de los trabajos informales, en los cuales también 

existe mucha población, sin embargo, esto no quiere decir que se les ignore, sino que son ingresos que 

van de los tres mil quinientos dólares a los siete mil dólares al año, lo cual, dentro de la promoción de 

tarjetas de crédito y débito para ellos es la alimentación para el día siguiente o los pasajes para sus hijos 

que van a la primaria. 

 

Es decir, quienes tienen ingresos de cincuenta mil a mil quinientos dólares anuales, y no 

demuestran su ingreso, esos si deberían ser observados y analizados sus ingresos, y los hay quienes sus 

ingresos son aún más altos y a estos no se les observa, según las pruebas empíricas profesionales 

recabadas. 

 

Por lo que bien establecerse las siguientes recomendaciones: 

 

− Reformar la LFPIORPI y la LIC para establecer la obligación de notificar al afectado en un plazo 

no mayor a 24 horas. 

 

− Establecer una vía judicial sumaria que permita la revisión inmediata de los bloqueos. 

 

− Crear un registro nacional de cuentas bloqueadas con fines estadísticos y de transparencia. 

 

− Capacitar a los funcionarios de la UIF y CNBV en derechos humanos y estándares 

internacionales. 

 

− Promover la colaboración con organismos internacionales como el GAFI y la ONU para 

homologar criterios de evaluación de riesgo. 

 

− Establecer mecanismos de reparación del daño para personas y empresas bloqueadas 

injustificadamente. 
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Revisar de manera paulatina a las empresas dentro de las nuevas reformas como las 

organizaciones no gubernamentales por medio de la guardia nacional y sus departamentos de 

inteligencia, así como el auditar a los propios gobiernos, en sus ingresos como el predial o en su defecto 

los negocios que tienen un gran flujo de efectivo por sus ventas al menudeo, como gasolineras, o centros 

comerciales, muchos de ellos son extranjeros, se observa algo complicado. 
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CNUCC Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 

CONDUSEF Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 

Financieros.  

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

GAFI Grupo de Acción Financiera Internacional   

FCE Fondo de Cultura Económica  
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